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Este trabajo es realizado por un equipo que se propone seguir el desarrollo de la coyuntura mundial así como sus particularidades en Latinoamérica y Argentina. El objetivo es producir una herramienta de análisis que contribuya a la discusión de la situación que vivimos. Para esto, se siguen a diario diversos periódicos y fuentes de información locales, latinoamericanas, estadounidenses y europeas, buscando una visión amplia que permita extraer las posturas y comportamientos de las diferentes burguesías y organismos internacionales en torno a temas tales como el desarrollo de la crisis y la recesión mundial, el desempleo, la concentración del capital, la apertura de los mercados, las políticas crediticias, comerciales, monetarias, laborales, de regionalización, de militarización, etc.
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Situación mundial

Concentración, centralización y apertura de los mercados

Subsidios agrícolas. El 13/8 los representantes comerciales de EE.UU. y la UE (Robert Zoellick y Pascal Lamy, respectivamente) presentaron una propuesta respecto a la negociación agrícola. Recordemos que, a fines de 2001 se postuló el compromiso de avanzar en el proceso de liberalización comercial a condición de que las naciones centrales revieran su proteccionismo en la materia (ronda de Doha). El 70% de los habitantes de países en desarrollo subsisten gracias a la agricultura, pero las naciones industrializadas destinan anualmente unos 300.000 millones de dólares en subsidiar a sus propios productores. Durante los 18 meses posteriores a Doha, Zoellick y Lamy se han empeñado en practicar lo que un medio europeo califica como “un juego de póker mentiroso” (LM, 8/8), en el cual cada parte se niega a mostrar sus cartas sin obtener algo a cambio: EE.UU., apoyo europeo para su aislado propósito de imponer el pago de patentes medicinales para las naciones pobres; la UE, que en proporción destina más recursos al proteccionismo agrícola, una reducción pareja y gradual. Las naciones fuertemente exportadoras de estos bienes, agrupadas en el Grupo Cairns (entre ellas Australia, Nueva Zelanda, Canadá, India, Brasil y la Argentina) amenazan bloquear, en la próxima cumbre de la OMC de septiembre, las iniciativas de apertura comercial y de mercados que interesan a EE.UU. y la UE. Por eso resultaba urgente para estos dos países llegar al menos a una declaración formal de “buena voluntad”. La propuesta, si bien admite la necesidad de disminuir tanto las subvenciones (a la producción y a la exportación) como los aranceles, no presenta cifra alguna ni plazo de realización. Inclusive, Lamy estableció que muchos subsidios no pueden ser considerados como tales, no pudiendo ser considerados “proteccionistas”. Por dichas razones los integrantes del Grupo Cairns se han manifestado escépticos al respecto, aunque los negociadores se hayan apresurado en declarar que “es sólo el comienzo de un proceso” (NYT, 14/8). Más allá fueron los comentarios de grupos menos interesados en una apertura comercial como puede ser el Grupo Cairns. OxFam International, que lanzó el programa “Comercio con Justicia”, declaró que “al limitar la supresión de los subsidios a las exportaciones a un número de bienes básicos, la UE y EE.UU. están violando el espíritu y la letra de la declaración de Doha, donde, entre otras cosas, acordaron eliminar todos los subsidios a las exportaciones” (WSJ, 14/8). Como vemos, todavía los avances en la ronda de Doha continúan limitados al plano retórico.

Salvataje estatal. La Comisión Europea impuso una tasa de importación del 34,8% a los microchips de memoria (Dram) producidos por la empresa sud-coreana Hynix, dando lugar así a una denuncia planteada en 2002 por Infineon, filial de Siemens, según la cual los bancos sud-coreanos, bajo presión gubernamental, accedieron a refinanciar los pasivos de Hynix. Esta empresa anunció que apelará ante la OMC tanto esta medida como una similar que aplicara el gobierno norteamericano por presión de Micron Tecnology, segundo productor mundial de dram. Lo curioso es que esta práctica es exactamente la que esta llevando a cabo el gobierno francés en el caso de Alstom, fabricante de vagones de ferrocarril, en un plan de rescate de 600 millones de euros, la mitad solventado con la compra de acciones por parte del Estado. Este año, el gobierno galo concedió una línea de crédito a la hiperendeudada France Telecom (10.000 millones de euros), reducciones impositivas a Electricité de France y un préstamo de rescate a la informática Bull. Lo curioso es que este salvataje oficial se da en el marco de una pregonada política de abandono de la gestión empresaria del Estado (por ejemplo, la venta del 11% de las acciones de Renault), que un columnista de Le Figaro califica como “el caso de una familia empobrecida que vende sus últimos bienes al mejor postor para mantener un tren de vida suicida” (LF, 14/8). La clave, en todos estos casos, son los grandes bancos. Según cifras de The Economist, el 89% de las deudas de las grandes empresas de la eurozona son bancarias (TE, 14/8), y en el caso de Alstom el plan de salvataje fue precedido de presiones por parte del BNP Paribas, la Société Generale y el Credit Agrícole sobre el ministro de finanzas Francis Mer (LF, 6/8). Alstom emplea 30.000 personas en Francia, 65.000 en Europa y 110.000 en el mundo, razón por la cual su salvataje se presenta como de interés social. Pero, a la vez, debe unos 4.500 millones de euros a la banca francesa, ya de por sí nerviosa por la amenaza de quiebra de EuroDisney, cuya deuda bancaria asciende a 2.300 millones.

Desafío a las normas antimonopólicas de Bruselas. En estos días, dos casos de oferta pública “hostil” de acciones (se trata de “devorar” a un competidor mediante la adquisición de la mayoría de su paquete accionario) ilustran los límites de las disposiciones anti-truts de la Comisión Europea. Uno en el sector del aluminio: la canadiense Alcan (segundo productor mundial) intenta absorber a la francesa Pechiney (en el sexto lugar) mediante una oferta que, si eleva la cotización por acción de Pechiney, valoriza sin embargo a esta empresa en poco más de un tercio de su volumen de negocios real (10.000 millones de euros). De concretarse esta absorción, Alcan desplazaría del primer lugar a la norteamericana Alcoa, y se profundizaría la tendencia a la concentración en el sector, que necesita de grandes inversiones. En 1999, las regulaciones europeas bloquearon la fusión amistosa entre Alcan y Pechiney, aunque se le permitió a la empresa canadiense la compra de la suiza Alusiusse.

Otro caso se da en el sector comunicaciones, en donde la británica Vodafone anunció que al término del acuerdo de cooperación que la liga hasta enero de 2004 con la francesa Vivendi Universal (Vivendi es socia menor de Vodafone en Cegetel), está dispuesta a lanzar una oferta hostil de acciones. La Comisión Europa bloqueó en noviembre de 2002 la venta de acciones de Cegetel por parte de Vivendi a Vodafone. Estos dos casos, sumados a la retirada parcial del Estado de Renault (que incrementa el peso, medido en participación accionaria, del socio japonés del grupo, Nissan), fueron interpretados por un editorialista francés como una pérdida de control nacional sobre los sectores estratégicos de investigación y desarrollo “de efectos comparables a la derrota militar de 1870 ” (LF, 2/8).

Recesión y Desempleo

EE.UU. Decíamos en el análisis anterior, pág. 5, que los déficit públicos previstos por la Casa Blanca para los ejercicios fiscales 2003 a 2007 significarán un incremento de 1,9 billones de dólares de deuda pública, elevándola a 8,6 billones (NYT, 16/7). Intentemos explicar las implicancias de dicha situación fiscal. La palabra déficit significa que el gobierno gasta más de lo que le ingresa. Esta brecha podría cubrirse, teóricamente, con emisión de moneda, pues la Reserva Federal (el banco central de EE.UU.) tiene dicha atribución. Esto no es posible realizarlo a ciegas, pues si la producción de bienes y servicios no aumenta, la simple existencia de más moneda no se traduce en mayor capacidad de compra, ya que hay más moneda para comprar los mismos bienes y servicios, lo cuál ocasiona simplemente un aumento del valor “nominal” de las cosas: inflación. Entonces es necesario recurrir a otras herramientas para captar fondos y ahorros de la sociedad. Para ello, el Estado recurre a los mercados financieros nacionales e internacionales. Obviamente, los que tienen dichos ahorros no están dispuestos a cederlos en forma gratuita, ya que lo pueden colocar en otros lugares. Entonces, el gobierno emite bonos y títulos públicos de deuda con un interés razonable en relación con el momento en que son emitidos. Planifica su presupuesto de acuerdo a sus necesidades y emite distintas clases de “pagarés” con un interés determinado y a distintos plazos. El mecanismo presupone que, en algún momento, los ingresos permitirán superar a los egresos y abonar lo adeudado (capital + intereses). En el caso de EE.UU., no se vislumbra por el momento la fecha en que el monto adeudado detenga su crecimiento. Hoy en día, los pagos de intereses por los bonos emitidos insume 127.000 millones de dólares anuales (WP, 31/7).

Al colocar los bonos, el gobierno necesita su aceptación por parte de los mercados financieros, para lo cual se precisa una combinación de confianza –de que los mismos van a ser cobrados– y beneficio –la renta que ofrezcan los bonos. La proporción entre ambos nos puede indicar como perciben los inversores las posibilidades de hacer negocios. El monto actual de deuda norteamericana (6,8 billones de dólares) haría pensar dos veces a cualquiera que tenga que decidir cómo conservar (e incrementar) sus ahorros. Recordemos que, el estallido de la llamada burbuja tecnológica en marzo de 2000 (el crecimiento acelerado de las empresas de ese sector que permitió un auge de las acciones, por el alto rendimiento que provocaban las enormes ganancias de las empresas) significó un golpe fuerte a la confianza de los inversores, pues perdieron grandes sumas. Esto ocasionó un desplazamiento de muchos de ellos de las acciones hacia los bonos del Tesoro norteamericano, que permitían ganar menos pero aseguraban su cobro. Al incrementarse la demanda de bonos, el precio de los mismos aumentó y, por ende, el rendimiento disminuyó (cuanto más fácilmente fuesen colocados, el mercado regula hacia abajo los rendimientos). Esto significó que las empresas disponían de menos financiamiento (obtenido de las bolsas) para poder realizar inversiones o dar créditos a los consumidores que les permitiesen concretar las ventas. Este cambio es evidente: “en los últimos cinco años, los inversionistas han acudido a los bonos a tal punto que los activos del mayor fondo de bonos de EE.UU., Pacific Investment Management Co. (Pimco), subieron a U$S 349.000 millones, de U$S 158.000 millones en 1998” (WSJA, 4/8). Pero no sólo este incremento tuvo lugar al interior de EE.UU., como vemos en el cuadro 1, las reservas en bancos centrales extranjeros (especialmente los asiáticos) que ya alcanzaban el billón de dólares en bonos del tesoro para el año 2000, se vio estimulada por el déficit de cuenta corriente (la diferencia entre importaciones y exportaciones de bienes y servicios, agregando las transferencias de dinero que no son inversiones) que EE.UU. tiene con el resto del mundo. El cuadro 2 revela el nivel del déficit de EE.UU.: casi 6% del PBI, o bien 587.000 millones de dólares que deben cubrirse con ingreso de capitales (endeudamiento e inversiones extranjeras). Es decir, financiar el consumo actual de la sociedad norteamericana presupone la aceptación de los bonos del tesoro norteamericano como reserva de valor para los países que le venden a EE.UU. y, por su puesto, esto incluye las decisiones estratégicas que este país tome so pena de no acceder al mercado más jugoso del mundo. Aquí la cuestión de la confianza comienza a entrelazarse con el interés particular de la empresa, sector, conglomerado, país o bloque, que precisa inevitablemente del mercado norteamericano para sostener su tasa de ganancia y su acumulación de capital. 

Últimamente, las voces que sostienen una recuperación económica norteamericana (y por ende, mundial), han comenzado a sonar en los medios de comunicación. El crecimiento del 2,4% del PBI en EE.UU. para el segundo trimestre del año podría verse como un buen ritmo, excepto por el peso que el gasto de defensa tuvo en él: más de la mitad de ese crecimiento se debe al aumento de 44% en el gasto militar (el mayor desde 1951). Y aún concediendo que el gasto en el aparato militar sea la forma de crecimiento tradicional de EE.UU. desde la segunda guerra mundial (y que fue la salida de la crisis del ’30); esto no se condice con el hecho de que el mercado de bonos desde mediados de junio de este año sufrió una abrupta caída luego de descender continuamente el rendimiento hasta entonces. “Menos de dos meses atrás, el rendimiento de los bonos del Tesoro a 10 años cayó a un 3,11%, el menor en 45 años. Pero desde entonces los precios cayeron dramáticamente, disparando el rendimiento hacia arriba con la mayor rapidez en 20 años, a 4,48%, equivalente a una caída del 10% en el precio” (TE, 6/8). Adjudicado a un espiral de ventas masivas desatado por las equívocas señales de la Reserva Federal acerca de las tasas (que no serían bajadas nuevamente sino que para mantenerlas a raya se utilizarían métodos no convencionales como la compra de bonos), constituyó el fin a 20 años de rendimiento positivo para la negociación de títulos de deuda y alimentaron el nerviosismo del mundo de las finanzas, porque impactaron sobre el costo del financiamiento (empresario, personal, hipotecario, etc.). Dicho aumento de tasas lesiona las posibilidades de consumo, al incrementar los pagos de intereses por préstamos y neutralizar los refinanciamientos generados por la baja de tasas estímulo fundamental que permitió que la recesión del 2001 fuese más suave. “Las tasas más altas podrían menoscabar el auge en la venta de viviendas y el refinanciamiento de hipotecas, que ha representado un importante pilar del gasto de los consumidores en los dos últimos años, y representarían mayores pagos de interese para los consumidores estadounidenses, que ya están altamente endeudados. Asimismo, los mayores rendimientos podrían interferir con el repunte de las acciones, a medida que los inversionistas ven mayor valor en la seguridad de los bonos del Tesoro, y renovar la presión sobre la Casa Blanca para que corrija los déficit presupuestarios récord” (WSJA, 24/7). Esto último se vuelve imprescindible, dado que un aumento en las tasas de interés puede disparar los pagos por intereses de la colosal deuda del gobierno.

Unión Europea

Al finalizar el segundo semestre, más del 50% de la economía de la zona euro se encuentra en recesión técnica. Alemania, Francia e Italia (las tres principales economías de la zona del euro) vieron caer su PBI 0,1% en el segundo trimestre. Mientras que Holanda atraviesa la peor crisis económica desde 1982, con una baja del 0,9% en el segundo trimestre. En el caso de Francia, se profundizó la pérdida de puestos de trabajo, 60.000 a lo largo del año (0,6% del total) especialmente en el sector industrial (3%). El fenómeno afecta incluso a las economías europeas antes caracterizadas como más “dinámicas”. Es el caso de Irlanda, que ostentaba a fines de los 90 índices de crecimiento del 9% anual, pero sólo logró un deprimente 0,1% en 2002. También, en menor medida, el de España, “modelo” de apertura y disciplina fiscal (aunque sobreviva en buena medida gracias a las ayudas comunitarias que aporta en su mayor parte la deficitaria Alemania), cuyo gobierno conservador se vio obligado a anunciar, por primera vez desde su arribo al poder en 1996, una caída en el crecimiento para 2003, que oscilará entre un 2,5% y un 1,7%. Debe destacarse que el índice de desempleo español, del 11,4%, es el más alto de la zona del euro, cuyo promedio actual es del 8,1% (LF, 7/8).

El anémico crecimiento europeo en lo que va del año (0,4%) alarma a los analistas cuando lo comparan con el desempeño actual de las otras economías de la Tríada: EE.UU. (2,4%) y Japón (2,1%). Es por eso que el acento parece alejarse de la “sanidad presupuestaria” preconizada por el Banco Central Europeo hacia el fomento de la “competitividad” empresarial alimentada por masivos desplazamientos de riqueza desde el trabajo hacia el capital, aún a costa de déficit (ver Análisis de Julio). El diario francés Le Figaro (LF) se esfuerza en presentar el plan de reformas del gobierno socialdemócrata alemán como “un ejemplo para Francia y una jurisprudencia para Europa” (LF, 14/8) en tanto, argumenta, combina los recortes al Estado de bienestar (aumento de aportes para la jubilación, recorte de beneficios sanitarios y de seguros de desempleo) con una baja de impuestos a la renta que, supuestamente, contrapesaría los efectos negativos sobre el consumo de aquellos recortes. Esta estrategia ha recibido el visto bueno de una comisión examinadora del FMI a mediados de julio. Para LF, “que Schröder reciba un cheque en blanco para bajar los impuestos aún si el déficit público superará por mucho las normas europeas es significativo” (LF, 14/8). Lo es especialmente para el gobierno de Chirac, empeñado en implementar reformas del mismo tipo y a la vez en cumplir su promesa de campaña de bajar un 30% los impuestos a la renta durante su mandato. En Alemania, el proyecto de reforma del sistema de salud, enviado este mes al Congreso, difícilmente pueda estimular el consumo popular. Los trabajadores alemanes, supuestamente beneficiados por la baja de impuestos a la renta (?), deberán afrontar de su bolsillo (personalmente o aportando a aseguradoras) prestaciones antes gratuitas, tales como consultas médicas, internaciones, anteojos y prótesis. Las empresas, en cambio, no sólo se beneficiarán de la baja impositiva sino que obtendrán un recorte de aportes de 1,3% para seguros de enfermedad. 

Situación política

EE.UU. De cara a las elecciones presidenciales del 2004, los republicanos continúan tomando posiciones ventajosas ante la apatía del público y la debilidad demócrata. A juzgar por los hechos, en la debilidad de los otros radica la fortaleza republicana. Recientemente, en la publicación Washington Monthly (junio/julio 2003) se acusaba a la administración Bush de buscar la uniformidad ideológica que siente las bases del unipartidismo. En este sentido, se acentúa el auge del lobby y la monopolización de cargos, determinados en primera instancia por ciertos lineamientos ideológicos generales: impulsar las intervenciones militares, el recorte de impuestos a empresas y la reducción de la presencia estatal en la economía mediante privatizaciones masivas. Recién luego pasan a jugar los intereses exclusivos del sector al que el lobbysta representa. Es decir, comienzan a fusionarse los grupos lobbystas y el partido republicano, a la vez que cada vez menos demócratas permanecen en grupos de presión. Si bien desde hace un tiempo comenzó esta tendencia, ahora amenaza con penetrar en sectores económicos o distintas burocracias tradicionalmente demócratas (fruto del New Deal de Roosevelt de la década del ’30). Es decir, hay un intento de avanzar sobre el consenso bipartidista (la práctica política de buscar soluciones negociadas que ambos partidos impulsan). Dos hechos muestran, por un lado, el acuerdo al interior del partido republicano, en la cual el sector liderado por Bush consigue subordinar al resto y, por el otro, la incapacidad del partido demócrata de articular un programa positivo que no descanse en la oposición al actual rumbo.

La situación en el Estado de California. En las elecciones de octubre de 2002, el gobernador demócrata Gray Davis consiguió la reelección en uno de los estados más poblado y desarrollado económicamente. Una vez asegurada la victoria, el ajuste sobre el gasto público fue feroz, para reducir el déficit de 38.200 millones de dólares que produjeron, en gran medida, los recortes de impuestos del presidente Bush. Este hecho fue aprovechado por la oposición republicana, que organizó la obtención de firmas para una consulta popular acerca del futuro del gobernador. El multimillonario senador republicano Darrell Issa financió la campaña que consiguió sobrepasar holgadamente las 900.000 firmas necesarias (llegaron a 1.300.000). Los 31 intentos anteriores, inclusive contra el republicano Ronald Reagan cuando fue gobernador antes de ser presidente, nunca llegaron a esta instancia. Ante esta situación, la primer respuesta demócrata fue apoyar a Davis, no presentar candidatos como forma de demonizar a los republicanos y restarle legitimidad a la elección. Dicha táctica duró muy poco, conocida la candidatura del actor Arnold Schwarzenegger por los republicanos, que tiene una intención de voto cercana al 48% según las encuestas, el partido demócrata se dividió. La candidata demócrata con mayores posibilidades de contrarrestar a “Terminator” es la Senadora Dianne Feinstein, aunque rechazó la candidatura y la elección (NYT, 7/8). Ante la negativa, dos candidatos se postularon, el vicegobernador actual, Cruz Bustamante y el comisionado de seguros, John Garamendi (NYT, 8/8). Lo más llamativo es que el procedimiento de consulta tiene dos partes, la primera es decidir si se revoca el mandato del gobernador y la segunda para elegir el reemplazante. Se llega al segundo si el vicegobernador no acepta suceder al gobernador. En la elección, que tendrá 135 candidatos (entre los cuales está una estrella porno) participarán 15 millones de electores (de los cuales en la última elección votaron 7.470.000). Por la cuantía de candidatos (más algunas iniciativas que se votan conjuntas) el recuento oficial podría demorar 39 días (NYT, 14/8). El gobernador cuenta con el apoyo de Clinton y un amplio sector demócrata, los sindicatos estatales y docentes.

Precandidaturas demócratas para las presidenciales. Otra disputa al interior del partido opositor se desató con las declaraciones del senador Joseph Lieberman (Connecticut), cuando acusó al ex gobernador de Vermont Howard Dean de tomar posiciones de extrema izquierda, arriesgando al partido a “retornar al exilio político”. Ambos son candidatos presidenciales para el 2004 y, mientras Lieberman apoyó la invasión a Irak, Dean fue su principal detractor. Actualmente Dean es el favorito en las internas demócratas, y según las encuestas Lieberman aparecería en una cuarta posición detrás de Kerry y Gephardt (WP, 5/8).

Alemania. La cirugía del Estado de bienestar se hará mediante un contubernio entre los principales partidos. La alianza socialdemócrata-verdes, que domina la cámara baja, se ve obligada a avanzar en acuerdos con la derecha demócrata y social cristiana (CDU-CSU) que controla la cámara alta, con el resultado de que debe hacer concesiones que agravan su carácter regresivo. La rebaja, ya mencionada, de aportes patronales para la salud, constituye un ejemplo. En el caso de la rebaja fiscal, el CDU-CSU se opone a financiarlo con endeudamiento público y recorte de subsidios a privados, por lo cual el recorte del impuesto a la renta debería contrapesarse con mayores gravámenes sobre el consumo popular.

Francia. La increíble cifra de 5.000 muertos en 12 días, por efecto de la ola de calor, genera indignación contra lo que se considera una inaceptable desidia del gobierno. La mayor parte de los muertos son ancianos que sufrieron deshidratación; médicos sanitaristas habían demandado la aplicación del Plan Blanco para emergencias y catástrofes (que incluye la movilización del ejército) cuando los muertos llegaban al centenar, pero esta medida se dispuso una semana más tarde (14/8), al tiempo que el primer ministro Raffarin y el de salud, Mattei, abandonaban de mala gana sus vacaciones.

Regionalización y militarización

Irak. Como vimos en la sección Recesión y desempleo, las distintas burguesías de los países se ven obligadas a financiar las decisiones político-militares norteamericanas, pues es condición de posibilidad de acceder al mercado de consumo y de inversión más grande y dinámico. El trabajo sucio recae en EE.UU. mientras el resto de los países intentan atemperar los impulsos de los sectores más reaccionarios del aparato militar norteamericano. Muchos de ellos, arriesgando más de lo recomendable como Alemania y Francia, intentan tener mayor peso en las decisiones, aunque como manifestó un funcionario alemán “no deseamos que la ocupación norteamericana falle” (NYT, 29/7). Obviamente, una vez cosechado el “éxito” en la invasión de Irak, EE.UU. intenta resistir las presiones, aunque se ve crecientemente acorralado por la delicada situación. El incremento de las bajas es un poderoso aglutinante en contra de las intervenciones militares en la opinión pública de EE.UU. desde la derrota en Vietnam. El sostenido y creciente ritmo de las acciones de la resistencia iraquí empujan cada vez con más fuerza a convencer a otros países a enviar tropas. Actualmente los países con presencia en Irak son Gran Bretaña, Australia, República Checa, Dinamarca, Estonia, Georgia, Hungría, Letonia, Lituania, Macedonia, Holanda, Polonia, Rumania, Eslovaquia, España, Ucrania y Albania (NYT, 14/8). La mayoría de los países son renuentes a enviar tropas o a financiarlas sin un mandato de la ONU más explícito. Los intentos de ampliar la resolución 1483 del Consejo de Seguridad de mayo de 2003 encabezados por el Secretario de Estado Colin Powell fueron abandonados, pues se pondría en riesgo el monopolio de EE.UU. en la toma de decisiones, a juzgar por los dichos de un alto funcionario francés: “el ejército francés se sentiría humillado al ir a Irak y ser puesto en la misma categoría que los polacos o los uruguayos como equipo de limpieza” (NYT, 29/7). Otro tanto sucede en cuanto a los costos. Si bien el crecimiento económico, como vimos, se debe en parte a los gastos en defensa y seguridad, el volumen de los costos de la reconstrucción ya son fruto de duros cuestionamientos en el Congreso norteamericano. Por un lado, esto ocasiona que Irak permanezca paralizada en aquéllas áreas sin interés estratégico o económico para EE.UU. (el sector petrolero). Por el otro, que se busque concertar de país a país un involucramiento en el conflicto, prescindiendo de la ONU es una cuestión dificultosa, como demuestra el fracaso en conseguir 19.000 efectivos hindúes.

La ONU estima que EE.UU. precisa duplicar sus 139.000 efectivos en Irak para controlar la situación (NYT, 14/8), razón por la cuál le urge encontrar otros caminos para cubrirlos, teniendo en cuenta que actualmente hay 370.000 efectivos norteamericanos en 120 países. Uno de esos caminos, ya en práctica en Kosovo y Colombia, es permitir que empresas privadas –como las británicas Northbridge Services y Sandline International, las norteamericanas International Charters, MPRI y Dyncorp o la sudafricana Executives Outcomes–, presten los servicios con efectivos de fuerzas privadas (mercenarios). Recientemente, Northbridge Services ofreció pacificar Liberia por 40 millones. Esta alternativa, en la que la ganancia subordina las consideraciones políticas o humanitarias, presenta resistencias al interior de la burocracia de la ONU. El subsecretario de Operaciones de Paz Jean-Marie Guéhenno manifestó que “la señal que se envía es: esto es importante, pero no lo suficientemente importante para arriesgar a nuestra propia gente” (LN, 30/7). De todas formas, la proliferación de hipótesis de conflicto empuja a EE.UU. a incrementar las fuerzas militares y postergar la privatización masiva hasta que las condiciones para ello estén maduras (aunque continúen un selectivo reemplazo por la iniciativa privada donde sea posible). En este sentido, y contrariando lo manifestado hace un tiempo (predominio de las unidades militares ligeras y de capacidad de movimiento mayor sobre las grandes y pesadas) el secretario de defensa Donald Rumsfeld considera una extensa reforma del aparato militar, cuyos pilares son el reemplazo de militares en las actividades civiles de las fuerzas armadas, reducir la cantidad de reservistas aumentando los efectivos en servicio y la suspensión de las misiones en el extranjero menos urgentes. En este contexto podemos entender el abandono del unilateralismo en regiones menos importantes política y económicamente: Liberia y Corea del Norte. En el primero de los casos, luego de soportar presiones internas y externas, el presidente Bush acordó enviar un reducido contingente, de apoyo, a las fuerzas de África Occidental –principalmente nigerianas (NYT, 2/8). Respecto de Corea del Norte, luego de iniciada la crisis en octubre de 2002 al anunciar que se encontraba produciendo armamento nuclear, el régimen norcoreano en forma permanente mostró actitudes que en otro contexto hubiesen significado una invasión, con el fin de entablar conversaciones bilaterales con EE.UU. Únicamente aceptó las conversaciones multilaterales (las dos Coreas, Japón, China, Rusia y EE.UU.) luego de que China, más interesada en el comercio y flujo de inversiones desde y hacia Corea del Sur y, fundamentalmente, en que Japón no se constituya como potencia nuclear; le retaceó su apoyo (NYT, 2/8 – TE, 3/8).

Conflicto Social

Giro “reinvindicativo” de los sindicatos. Como resultado del fracaso de la huelga en el este (ver Análisis de julio), el secretario general de IGMetall, Klaus Zwickel, se vio obligado a renunciar. La conducción del gremio quedó temporalmente en manos de Jürgen Peters, que espera convalidar su mandato en las elecciones de agosto. El sector más tendiente a las concesiones (Zwickel mantiene una relación estrecha con el canciller Schöder, y era un secreto a voces que se oponía a la huelga en el este) deja lugar a la línea “tradicional”, es decir, menos dispuesta a negociar reformas: Peters fue el principal promotor de la medida de fuerza, y culpó de la derrota al boicot de los cuadros fieles a Zwickel, interpretación que parecen compartir las bases. El abandono de políticas sociales y el endurecimiento, por parte de la patronal, de las condiciones de negociación (cada vez más se pretende conceder aumentos de salarios a cambio de libertad para despedir personal), parece incidir en el vuelco hacia la izquierda de los liderazgos sindicales, fenómeno notable en Inglaterra, especialmente en los gremios de bomberos, ferroviarios, aerotransportistas y correos. 


América Latina

El enfrentamiento de estrategias políticas diferentes sigue manifestándose en América Latina. Se están viviendo momentos de definición política y económicas trascendentales para el futuro de la región. Por un lado, la ofensiva de EE.UU. a través del ALCA –que hasta ahora viene cumpliendo los pasos formalmente para implementarse a partir del 2005–, y la firma de varios Tratado de Libre Comercio (TLC; a punto de firmar Centroamérica, ya firmó Chile hace apenas unos meses, y México ya tiene uno desde 1994) junto con la designación de un nuevo secretario de Estado Adjunto para América Latina, Roger Noriega, vinculado al ala conservadora de los republicanos. Por otro lado, a esto se opone el intento, encabezado por Chávez, presidente de Venezuela, de frenar la ofensiva neoliberal del ALCA a través de acuerdos políticos, con la intención de fortalecer la integración latinoamericana, consolidando el Mercosur y su integración con la Comunidad Andina de Naciones (CAN). La propuesta de Chávez es impulsar el Alternativa Bolivariana para las Américas (ALBA) que tiene como fin la complementariedad económica, es decir, impulsar el intercambio en aquellos rubros industriales y agrícolas donde realmente se necesiten. La llegada de Lula en Brasil y Kirchner en Argentina, ambos gobiernos asfixiados por sus crisis internas y los pedidos de las burguesías nacionales por tomar medidas en pos de cuidar el mercado interno la competencia extranjera, permitieron empezar a avanzar sobre esa dirección, aunque los gobiernos que impulsan dicho proyecto mantienen diferencias económicas entre sí y delicadas situaciones políticas. Como hemos sostenido siempre en este Análisis, esos alineamientos no están exentos de tensiones, sino que, por el contrario, la pelea de las burguesías latinoamericanas contra un bloque más grande, implica -tarde o temprano- conflictos entre sí para resolver quién se queda con los beneficios que pueda deparar la alianza. 

El propio César Gaviria, de la Organización de Estados Americanos (OEA), afirmó que muchas naciones de América Latina están enfrentando una "enorme presión" en sus sistemas políticos por los grandes retrocesos económicos de años recientes y los significativos incrementos en el número de personas que viven en situaciones de pobreza, y recomendó a los países latinoamericanos no dejar de aplicar "ciertas reglas" de los mercados internacionales, "cierta ortodoxia", en referencia a las recomendaciones de que no haya déficit fiscal y que se aplique determinada política monetaria. Aseguró que aquel país que hace a un lado estas reglas "paga costos enormes", y se refirió a la Argentina. 
En contraposición a estas declaraciones el presidente de Cuba, Fidel Castro, afirmó que los gobiernos populares "son inevitables" en América Latina. El surgimiento de los gobiernos progresistas en América Latina es producto inevitable de los errores en los pasados 40 años. Fidel Castro afirmó que existe una alternativa a la globalización, "que es la unidad y la racionalización para desarrollarnos, porque hemos perdido casi dos siglos en los que nos hemos dividido y balcanizado". 

La pelea por los negocios

Brasil

A siete meses de asunción del gobierno de Lula, las tendencias contrarias a las expectativas demandadas por la alianza social que lo llevó al poder se afirman cada vez más. Dichas expectativas tenían que ver con una renovación de las políticas neoliberales de los años ’90 demandadas por el pueblo -que lo expresó en forma de un masivo apoyo a Lula en las elecciones- y por el sector industrial -que demandaba un giro de las políticas restrictivas para dar paso a la reactivación de la economía interna y de las exportaciones. Pero en Brasil las cosas parecen estar al revés. La política económica del gobierno de Lula, es contraria a lo sostenido históricamente por el Partido de los Trabajadores, la CUT y el MST (sus aliados históricos) y los sectores industriales ligados al consumo interno (sus aliados más nuevos). La implementación de una política restrictiva en materia económica con el objetivo de contener la inflación y lograr estabilidad política, requirió relegar los intereses de los industriales, quienes reclamaban una baja en las tasas básicas de interés (Selic) y la puesta en marcha de medidas que destraben la economía real, que hubiesen evitado los nuevos 460.000 desempleados desde enero hasta la fecha, que llevaron a un 13% el índice del desempleo (LN 14/8); índice que, en la ciudad de San Pablo, llegó a un 20,3%, según datos de junio, de la población económicamente activa (GM 27/7). 

De esta forma, los únicos elogios que recibe el gobierno de Lula son del sector financiero y del FMI. En los últimos días de julio una misión de dicho organismo visitó Brasil, “elogió profundamente la conducción de la política económica brasileña y puso prácticamente a disposición un nuevo préstamo” (LN, 30/7). En palabras del jefe de la misión (un argentino): “Le cabe al gobierno brasileño decidir si quiere o no un nuevo programa con el Fondo. Lo cierto es que el fondo sigue apoyando a Brasil de manera firme y fuerte, tengamos un nuevo acuerdo o no. Estamos dispuestos a ayudar a Brasil en lo que Brasil decida hacer”(LN (30/7). Brasil renovó el acuerdo que había realizado Cardozo tiempo atrás, que permite nuevos créditos del FMI al país que, entre otras cosas, sirven para equilibrar las cuentas de la balanza de pagos y no llegar al déficit, a pesar de los saldos favorables de la exportación. El nuevo empréstito es de U$S 30.000 millones (LN, 03/8).

Así la situación, los industriales siguieron -y siguen- reclamando la baja de las tasas, baja que se hizo efectiva el 23 de julio, quedando en 24,5% (estaba en 26%). “La situación fue recibida por los industriales con un sentimiento de satisfacción mezclado con decepción” (GM 24/7). Satisfacción porque lo ven como un signo que puede ayudar a reactivar la economía, pero decepción porque al ser una baja tan pequeña, los efectos económicos son mínimos y serán perceptibles dentro de seis o siete meses. Más que el monto del número, a través de él se ven las intenciones del gobierno, y estas no parecen ser el desarrollo de una política para uno de los sectores que les dio apoyo, los industriales de San Pablo que producen principalmente para el consumo interno. En ese sentido, hasta el mismo FMI considera altas las tasas en Brasil y apoya estas pequeñas rebajas afirmando que, con ese marco de baja, con las cuentas sólidas y la inflación contenida, “están dadas las condiciones para retornar al crecimiento” (LN 03/8), crecimiento que, en los hechos, no parece avecinarse como muestran los números de la economía brasileña. A los ya expuestos sobre el desempleo, las cifras de la producción industrial marcan técnicamente recesión, a raíz de la caída de un 2,5% aproximadamente durante los dos primeros trimestres del año (FSP 06/8). 
México

Privatizaciones eléctricas y petroleras. En busca de paliar el desempleo y reactivar la estancada economía mexicana se realizaron varios encuentros para determinar la política económica a seguir. El proyecto de Fox es utilizar el sector energético para reactivar el empleo y el mercado interno por medio de contratos de compra y licitaciones que favorezcan a las empresas mexicanas, anunció el secretario de Economía, Fernando Canales Clariond. Se buscará que las empresas mexicanas se beneficien hasta con 40% de los proyectos del sector energético intensivos en mano de obra y hasta 25% de los programas intensivos en capital, buscando de esta manera un consenso entre el amplio espectro industrial, que disputa su participación en la reforma energética (electricidad y Petróleo, están controladas por el Estado), ya que según los últimos datos, "No ha habido grandes cambios: los estratos más bajos han venido perdiendo participación en el reparto del pastel. Los más altos, al contrario. Lo que ha ocurrido es que el pastel se hizo más pequeño", afirma Javier Gutiérrez, director general de Estadística del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI), es decir, las riquezas no son suficientes para repartir entre toda la clase política y entre los grupos económicos, con lo que se hace indispensable atacar y repartirse aquellos sectores que pueden dar ganancias, como la inversión en energía, y también los fondos de los trabajadores (LJDM, 26/7). 

La reforma energética, según investigadores y sindicatos, se está produciendo de manera silenciosa. El sector eléctrico es explotado por empresas transnacionales en un 40%. La instalación de plantas generadoras de electricidad en Baja California, vecina del estado de California, EE.UU., que sufre de una crisis eléctrica sin precedentes, da cuenta del avance de las empresas extranjeras, que según organismos sociales intentan crear en México "un cuarto de máquinas": producir electricidad en México, con mano de obra barata, bajos costos, sin medidas de protección hacia el medio ambiente, y exportarla a EE.UU.. Al ser una inversión capital intensiva la generación de empleos será mínima, pero la contaminación ambiental ya puso en alerta a los organismos internacionales en esa materia. A su vez, las nuevas reservas de gas encontradas en la Cuenca de Burgos, limítrofe con EE.UU., ya fue loteada y entrará en licitación para las empresas petroleras internacionales: el diputado federal por un distrito de Tijuana, Jaime Martínez Veloz, recordó que todos los permisos han sido otorgados desde el inicio de la actual administración federal. "El vicepresidente de EE.UU., Richard Cheney -ligado a la industria eléctrica-, propuso un plan de inversiones para garantizar el abasto de energía a EE.UU. y, al mismo tiempo, el secretario de Energía de México, Ernesto Martens, plantea el incremento de la oferta de electricidad, mediante inversiones de 60.000 millones de dólares, que harán empresas trasnacionales. "Es una relación obvia", señala. 

Es claro que se trata de un negocio redondo para las empresas trasnacionales como Sempra, Shell, Marathon Oil, El Paso Energy y Phillips Petroleum, que están trasladando operaciones a México; las cinco plantas autorizadas por el gobierno mexicano van a generar a sus propietarios ganancias mínimas de 260 millones de dólares al año, partiendo de un costo de tres centavos de dólar por kilovatio. (3/8)

Reforma de la seguridad social. Por otro lado, con la amenaza de un "desequilibrio macroeconómico" y ante una posible crisis fiscal, el Ejecutivo, por medio del secretario de Hacienda, Francisco Gil, presentó a legisladores electos una iniciativa para reformar el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado -como se hizo con el Instituto Mexicano del Seguro Social hace casi seis años-, con el objetivo de individualizar las cuentas de pensiones y operar en la bolsa con los ahorros de los trabajadores. Se cumpliría de esa manera con el condicionamiento del Banco Mundial, que recientemente decidió canalizar 5.000 millones de dólares al país en el próximo trienio como "respaldo a las reformas en el ámbito de impuestos y mercados laborales", entre otros. 

Se crearían tres tipos de cuentas. Para quienes ingresen al sistema después de aprobada la reforma, el ingreso al sistema será directo. La pensión sería igual a las contribuciones más los intereses de toda la vida laboral. Para los actuales jubilados "no se observaría ningún cambio", mientras que para los actuales trabajadores se les reconocerían sus derechos adquiridos de jubilación a la fecha de la reforma mediante un "bono de reconocimiento". Se les crearía una cuenta individual con un depósito inicial equivalente al valor presente neto de la pensión a la que tienen derecho. Cuando se jubilen, su pensión sería igual al bono más lo que hayan depositado durante el resto de su periodo de cotizaciones y los intereses que hayan generado. (9/8) Es lógico que la crisis fiscal sea acelerada por la reforma: impone al Estado el costo de los depósitos por un dinero que fue en su momento destinado al pago de jubilaciones, y lo compromete a sostener a los actuales jubilados. Peor que la reforma previsional argentina. 

El negocio de las privatizadas. Las privatizaciones impulsadas por los distintos organismos internacionales (FMI, BM, BID, etc.) así como por los representantes del capital más concentrado, fueron realizadas con el argumento de que el ingreso de divisas por las ventas de las empresas y compañías en manos del Estado serían utilizadas para el desarrollo social, educación y engrosar las debilitadas arcas del Estado. México es otro ejemplo de lo que en verdad ocurre con las privatizaciones. Iniciado este proceso en 1982, la privatización de más de mil empresas públicas ha generado para el fisco ingresos por 31.500 millones de dólares; pero, esta cantidad sólo equivale al 28.8% de la deuda asumida por el Estado para financiar el fracaso de la gestión de los particulares (capital privado nacional) que adquirieron parte de esas compañías. El costo de los rescates bancario, carretero, de ingenios y líneas aéreas alcanza 109.200 millones de dólares, cantidad 38% superior al saldo actual de la deuda externa del sector público. Y recordemos que la mayoría de los ingresos por privatizaciones se destinaron al pago de deuda externa.

El caso que ilustra mejor el fracaso de las privatizaciones es el sistema bancario. Por los 18 bancos estatales vendidos entre 1991 y 1992, el gobierno obtuvo 12.355 millones de dólares, pero luego de que colapsara el sistema bancario en 1995 (denominada la "crisis del tequila") y que la mayoría de los bancos de capital privado nacional fueran rescatados por el Estado, saneados y entregados al capital extranjero (grupos españoles y norteamericanos principalmente), la deuda relacionada con el rescate bancario, según la Auditoría Superior de la Federación, es de unos 89.350 millones de dólares. Es decir, el Estado pasó de poseer bancos por valor de 12.000 millones de dólares, a entregar esos bancos y acumular una deuda de casi 90.000 millones de dólares. (25/7)

Para agregar mas datos al análisis: entre diciembre de 2000 y mayo de este año, el gobierno del presidente Vicente Fox destinó a la banca comercial 6.400 millones de dólares como pago de los intereses generados por el endeudamiento asumido con ella mediante el Instituto para la Protección del Ahorro Bancario (IPAB). Esa cantidad implica que 70 centavos de cada peso de las utilidades conjuntas de los bancos provino del pago de los intereses cubiertos por el gobierno federal vía el IPAB. Esta situación generó una fuerte disputa entre los banqueros y los industriales medianos y pequeños que se quejan de que esos fondos que le gira el Estado en concepto del rescate bancario inmovilizan los recursos hacia créditos y préstamos, al tener la ganancia asegurada. 

Además se está llevando a cabo un proceso de revisión, que desató una fuerte disputa entre el capital bancario y el gobierno, ávido de recursos ante el estancamiento de la economía, y en busca de lograr un consenso en la población luego de estrepitoso fracaso en las elecciones del 6 de julio. La Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó "parcialmente" fundado el recurso de reclamación que promovió el presidente Vicente Fox en torno a la disposición del auditor fiscal de la Federación, Arturo González de Aragón, para que se le proporcione información adicional y se descuenten casi 7.000 millones de dólares a los bancos por créditos presuntamente irregulares que fueron incluidos en el Fobaproa. 

Situación política

Brasil

El PT cada vez más aislado. Es en el campo de las relaciones políticas donde se expresan los descontentos de la política de Lula y se genera el choque entre los distintos sectores que hacen valer sus intereses. El 6 de agosto el gobierno logró que se aprobara la reforma previsional y tributaria en la cámara de diputados, cuestión que fue considerada como un triunfo por el gobierno. Pero es un triunfo con grandes costos, ya que tuvo que negociar con todas las fuerzas políticas -menos con el sector radical del PT, donde 3 votaron en contra y 9 se abstuvieron- y el paquete de reformas sufrió varias modificaciones, al punto que recibió las quejas del FMI y del sector financiero, quien “criticó las concesiones de última hora hechas por Lula para que la reforma fuera aprobada”, (LN 07/8). En el momento de la votación se realizó una marcha de empleados públicos de alrededor de 50.000 personas frente al congreso, estatales que mantenían desde hace tres semanas una huelga en contra de la aprobación de las reformas, huelga a la que en los primeros días de agosto se sumaron los fiscales y los jueces (recordemos que uno de los puntos de la reforma es el aumento de los años de trabajo de los empleados públicos para jubilarse, así como techos a los montos de las jubilaciones en algunos sectores que tienen altos ingresos jubilatorios como los judiciales). Esta situación tensa las relaciones con la CUT. Si bien su nuevo líder había dado apoyo al presidente, el no torcer el rumbo de la política económica y el descontento de los trabajadores por la reforma hacen que la central tenga que salir al cruce de Lula. 

Por otro lado, la relación con el MST es cada vez peor. El 26 de julio Lula tuvo que convocar a una reunión de urgencia con todos los ministros a raíz de las últimas ocupaciones y de la declaración de Joao Stédile, uno de los máximos líderes del movimiento, quien dijo: “La lucha campesina abarca hoy a 23 millones de personas. Del otro lado hay 27.000 terratenientes, ¿Mil perderán contra uno? Nos falta unirnos para que cada mil agarren a uno. No vamos a dormir hasta terminar con ellos” (FSP 26/7). El gobierno advirtió que no tolerará abusos contra los propietarios de fincas, y el ministro de la Casa Civil -que es como un jefe de gabinete-, José Dirceu, declaró que “No duden de la autoridad del gobierno. Hipótesis cero de que el gobierno va a tolerar abusos” (LN 27/07). Días después el gobierno decidió intensificar las operaciones de inteligencia en el campo y el ministro de justicia se reunió con el director de la policía federal para definir estrategias de contención para con las acciones del MST. Así, uno de los históricos y principales aliados del presidente ya se encuentra en la vereda de enfrente. 

La situación, entonces, parece dejar al gobierno bastante solo, con el partido fragmentado y sus aliados históricos en oposición, respaldado únicamente por el FMI y, si bien hasta ahora ha contado con apoyo de la población, a partir de la aprobación de las reformas y de la mayor incertidumbre económica, este apoyo tendría que bajar, según dicen los analistas. Si el descontento todavía no se ha traducido en las encuestas es, quizá, por la capacidad personal del presidente de manejar las relaciones políticas. El mismo se tuvo que quedar en persona para terminar de negociar los apoyos para la reforma previsional el día de la votación, suspendiendo una gira por África. 

Así las cosas, la teoría que hace algún tiempo atrás había esbozado Tarso Genro (ex alcalde del Porto Alegre, figura histórica del PT y secretario de desarrollo económico y social) parecen no tener mucho asidero. El funcionario había declarado que “sin el paso previo de crear las condiciones para enfrentar el dominio global del capitalismo especulativo cualquier otro proyecto era inviable”, y entonces, este primer “Plan A” era una transición y el antecesor de un futuro “Plan B”, que iba a contener las características de un modelo productivista de crecimiento acelerado e inclusión social. Incluso, el objetivo principal de esta etapa de transición era que “la situación esté bajo control y la perspectiva de desestabilización política y caos económica pueda ser revertida” (declaraciones en un artículo publicado en FSP y recogidas por la revista América XXI). Pero la situación es al revés, la política del “Plan A” llevó a recesión en la economía, a más endeudamiento externo (nuevo acuerdo con el FMI), a una crisis total de los sectores industriales, a un aumento de la desocupación. Y en lo político, la desestabilización es cada vez mayor, quedando ya sin sus aliados históricos -y sin los nuevos también- el panorama de crisis y conflictividad es cada vez mayor. Podemos decir desde aquí que la alianza que llevó al gobierno a Lula está prácticamente quebrada, y que un “Plan A” parece ser el único plan, y justamente, no tiene que ver con crear condiciones para luego “enfrentarse a la voluntad del capital financiero” sino apoyarse en él. Así, los intereses del sector industrial que representa el vicepresidente, poco tienen que ver con la política llevada a cabo por Lula. Y de los intereses de los trabajadores, representados en teoría por el presidente, menos parecen estar contenidos.
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En busca de acuerdos. Nadie salió satisfecho de las reuniones a que convocó el presidente Fox en Los Pinos para ''decidir medidas adicionales'' que generen empleos. Todos los sectores convocados aprovecharon la situación para exigir a Fox que cumpla con lo que prometió en la campaña que lo llevó a la presidencia. De parte de los empresarios se mantiene viva la exigencia de que haya reformas en el fisco y en los sectores energético y laboral. En ese tenor se expresó el presidente de la Confederación Patronal de la República Mexicana, José Luis Barraza, quien añadió que los empresarios ''lo que queremos también es que se agilice la inversión pública para que no haya rezagos en el ejercicio mismo de la inversión y que, obviamente, mejoren las condiciones de generación de empleos''. Desde el sindicalismo, el secretario general de la Confederación de Trabajadores de México y presidente del Congreso del Trabajo, Leonardo Rodríguez Alcaine, soltó: ''Los obreros no vamos a aguantar (...) y si no se hace algo va a haber una violencia rápida a escala nacional''. Esa violencia se traducirá sin remedio, dijo, ''en estallidos sociales''. Y entre el sector campesino se oyó la acusación de que el gobierno ha incumplido los compromisos del Acuerdo Nacional para el Campo, y se apronta a dar batalla nuevamente para revisar el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) que dejó y sigue dejando a los pequeños y medianos productores y campesinos en la absoluta miseria al no poder competir con los productos agrícolas norteamericanos, que además son subsidiados. El dirigente de la Confederación Nacional Campesina, Heladio Ramírez López, acusó al gobierno de no haber cumplido con nada de lo que ofreció en la firma del Acuerdo Nacional para el Campo, firmado hace unos meses. Hasta los bancos, sector que más se benefició con el gobierno de Fox, reconocieron que la estabilidad económica es muy importante, ''pero no es suficiente para asegurar el crecimiento'', según las propias palabras del gobernador del Banco de México, Guillermo Ortiz. Para Fox no hay ''que esperar mucho de fuera'', por lo que ''la prioridad debe ser el fortalecimiento del mercado interno y la generación'' de fuentes de trabajo. (LJDM, 25/7)

Fracturas partidarias. Después de la derrota de todos los partidos políticos mayoritarios en las elecciones de 6 de julio para diputados, donde la abstención alcanzó el 60%, las consecuencias empiezan a ser visibles.

El PAN (partido gobernante) empieza a tener discrepancias con la política de Fox por la falta de acuerdos en la reforma estructurales. Dentro del PRI, la vuelta de Salinas de Gortari (ex presidente mexicano, entre 1988-1994, responsable de la mayoría de las privatizaciones, y acusado de corrupción, malversación de fondos, negociados, etc.) para sumarse al partido, desató un debate entre sus miembros. Por su parte, la jefa del Partido de la Revolución Democrática (PRD), tercera fuerza partidaria, Rosario Robles presentó su "renuncia irrevocable" al Consejo Nacional partidario, producto de las sospechas por el manejo de los fondos del partido. La separación de Robles abrió un compás para decidir al sucesor, y ya empezaron las disputas entre las diferentes fracciones. 

Gobiernos autónomos zapatistas. Se inauguraron formalmente las juntas de buen gobierno (denominadas Caracoles), municipios autónomos (30 en total) controlados por las comunidades zapatistas fuera del control del Estado mexicano, y que ocupan 30% del estado de Chiapas. A partir de ahora las comunidades tendrán sus propias escuelas, órganos de justicia, cobrarán impuestos y se ocuparan de la seguridad. El ejército zapatista no tendrá injerencia en los asuntos internos o conflictos que puedan suscitarse dentro de las comunidades, aunque actuará en caso de que sean agredidas por paramilitares u otras organizaciones de derecha. En palabras del subcomandante Marcos: Deberán, por tanto –las comunidades-, esforzarse en hacer como deben hacer todos los buenos gobiernos, es decir, recurrir a la razón y no a la fuerza para gobernar. Los ejércitos deben usarse para defender, no para gobernar. El trabajo de un ejército no es ser policía o agencia de ministerio público (LJDM, 11/8) 

De esta manera, los indígenas zapatistas han buscado resolver sus problemas y necesidades mediante la autorganización con la ayuda solidaria de la sociedad civil nacional e internacional. Los municipios autónomos están integrados por las comunidades indígenas dentro de los territorios con influencia zapatista. Las comunidades comprendidas en cada municipio rebelde han decidido voluntariamente su participación mediante asambleas comunitarias. Las comunidades organizadas para la resistencia eligen, de acuerdo con sus usos y costumbres, es decir en asamblea, a sus representantes para el concejo municipal autónomo, la autoridad colegiada del ayuntamiento rebelde. Las autoridades y delegados son revocables en caso de no cumplir con los mandatos de la asamblea de las comunidades. Ahora estarán coordinados regionalmente desde los Caracoles. Los concejos autónomos están integrados por un presidente, secretario, ministros de justicia, de asuntos agrarios, del comité de salud, de educación y el responsable del registro civil (LJDM, 10/8)

Lo novedoso de esta situación fue la incapacidad del Estado mexicano en responder ante la iniciativa zapatista. La respuesta del gobierno ha sido el silencio y tibios intentos de recomponer el diálogo perdido. Es más, muchos legisladores de la oposición dieron la bienvenida a las “juntas del buen gobierno”. En cambio la iglesia fue tajante: el tesorero ejecutivo de la Confederación Episcopal Mexicana afirmó que la iniciativa genera el peligro de "llegar a una ingobernabilidad en donde cada quien pone sus reglas y las aplica conforme a sus criterios". Eso atenta, dijo, con-tra la soberanía y la autoridad: "no es la forma para que las diferentes etnias se autogobiernen, lo que provocaría que no sólo los indígenas como tales, sino otros grupos hagan lo mismo, generando anarquismo". (LJDM, 2/8)

Por último, diversas organizaciones campesinas respondieron al llamado del EZLN y anunciaron que acudirán a la reunión convocada para discutir nuevas estrategias de lucha contra el neoliberalismo y reiterar que México requiere un cambio en su modelo económico: ''Estamos totalmente de acuerdo con el subcomandante Marcos en que lo fundamental es que todo el movimiento social del país se unifique; debemos complementarnos y no chocar en este esfuerzo'', manifestaron dirigentes de la Unión Nacional de Trabajadores Agrícolas (UNTA), El Barzón, Unión Nacional de Organizaciones Regionales Campesinas Autónomas (UNORCA), Congreso Agrario Permanente (CAP) y Central Campesina Cardenista (CCC). 

Ecuador
Se terminó de fracturar la alianza entre el movimiento político indígena Pachacutik (el más importante del país y que ya expulsó a dos gobiernos anteriores) debido a las discrepancias con la política económica seguida por el presidente Lucio Gutiérrez. La ruptura representó el retiro inmediato de los ministros de Relaciones Exteriores, de Agricultura, y de Turismo, así como de otros 300 funcionarios que colaboraban con el gobierno que se instaló el 15 de enero pasado. El rechazo en el Congreso de un proyecto que apuntaba a un mayor control sobre el aparato estatal originó un enfrentamiento entre los integrantes de la alianza del Partido Sociedad Patriótica, del mandatario, con Pachakutik, brazo político de la Confederación de Nacionalidades Indígenas (Conaie). El dirigente de Pachakutik, Miguel Lluco, dijo que Gutiérrez "es un traidor", y explicó que "traicionó a todos los ecuatorianos y en especial al sector indígena". (LJDM, 7/8)

La Conaie es el movimiento indígena más fuerte y politizado de América Latina. En 1997 derribó al presidente Abdalá Bucaram, y en 2000 al presidente Jamil Mahuad, convocando una huelga general que movilizó sectores nacionalistas de las fuerzas armadas, de la Iglesia católica, de la izquierda y de la magistratura. A inicios de este año la Conaie, mediante su partido político, Pachakutik, junto con sindicatos y con el Movimiento Popular Democrático (MPD), de izquierda, integró el gobierno del coronel Lucio Gutiérrez, que había hecho una campaña con posiciones radicales, nacionalistas y de izquierda. Ahora, menos de seis meses después, sigue al MPD en la ruptura con el presidente y con el gobierno y se lanza a organizar movilizaciones y a una oposición activa. El gobierno, sin la izquierda, busca por su parte aliarse con la derecha y no parece poder aplicar su política, determinada por el Fondo Monetario Internacional (FMI). La crisis fue precipitada por la negativa de los diputados de Pachakutik a apoyar el proyecto de reforma laboral (que, para flexibilizar el mercado laboral, desmantela los derechos y las garantías de que gozan los trabajadores e inclusive aumenta la jornada de trabajo sin incremento salarial). Ese rotundo no, salvó la alianza de los sindicatos y la izquierda con el movimiento indígena, aislando al gabinete del partido de la Sociedad Patriótica, de centroderecha.

La Conaie y Pachakutik mantienen sus posiciones en el poder municipal y regional -subordinado al poder de las comunidades- pero también sus diputados que, ahora independientes, han conseguido hacer fracasar la reforma laboral y pueden hundir también todas las otras "reformas estructurales" que desea el FMI y que pretende imponer el gobierno. Este depende ahora de la oligarquía de Guayaquil, de los banqueros y de la derecha, que ha perdido apoyo no sólo en los indígenas sino también en los mestizos pobres y en la baja oficialidad (LJDM, 9/8) 

Regionalización y militarización

Militarización Creciente militarización se está produciendo en varios países de América. Es ya conocida la situación colombiana, cuyo gobierno de Uribe está dispuesto a derrotar a las FARC. Para ello intenta desmovilizar a los Paramilitares (Autodefensas Unidas de Colombia) a cambio de apoyo directo al Estado colombiano y la inmunidad para sus líderes, que tienen pedidos de extradición por tráficos de armas y son los principales responsables de la violación de derechos humanos dentro de Colombia. En reemplazo de los paramilitares se están formando lo que el propio presidente Uribe llama los “soldados-campesinos”, es decir la población campesina armada en contra de la guerrilla extendiendo el conflicto a toda la sociedad.

Según el diario La Jornada de México existen elementos que indican que el presidente colombiano viene actuando con el consenso de Washington. No sólo porque desde un principio la embajadora saliente de EE.UU. en Colombia, Anne Patterson, anunció que su país financiará durante los dos primeros años la desmovilización de los paramilitares, sino porque en el origen mismo de las negociaciones aparece la mano de la CIA. Entre marzo y mayo pasados, en una misión clasificada bajo el rótulo de "ultrasecreta", tres emisarios realizaron contactos directos con los principales jefes de las AUC a nombre de la CIA. El objetivo de la operación encubierta fue lograr una fórmula de acuerdo para desmovilizar a los principales grupos irregulares; la entrega de información sobre el negocio del narcotráfico (rutas de la droga, lavado de activos y nuevos jefes de la organización delictiva), y datos sobre la guerrilla de las FARC. A cambio de ello ofrecieron trasladar a EE.UU. a los principales jefes "contras" y a sus familias. 

Distintos grupos humanitarios y de la sociedad civil consideran que los acuerdos de Uribe con las AUC apuntan a una legalización y reconfiguración de los paramilitares como "soldados campesinos", la nueva fórmula impulsada por el mandatario colombiano. 

El contexto se complementa con el presupuesto para la "guerra total" solicitado por Uribe al Congreso, como parte de un plan que comprende duplicar el número de soldados profesionales, la vinculación de un millón de informantes pagos para actividades de inteligencia y lucha contra la "subversión". 

La misma estrategia de Uribe se está adoptando en otros países andinos. En Perú, el presidente Toledo ya reaccionó así ante la aparición de células de Sendero Luminoso, la guerrilla que apareció en los años ‘80. Se formaron 650 comités de autodefensa civil en la zona selvática del sudeste de Perú. Estos comités o rondas campesinas actuarán en estrecha coordinación con las fuerzas armadas. En Bolivia debido a protestas, y en Ecuador ante el recrudecimiento de la lucha política, los militares están listos para reprimir: en ambos países ya se produjo un despliegue territorial en las zonas más conflictivas.

Acuerdo Venezuela-Argentina. En busca de generar acuerdos que impulsen el camino de la integración regional, la visita de Chávez a la Argentina significará que ese país invertirá unos 100 millones de dólares para abrir estaciones de servicio de combustible. A cambio de gas, carnes y medicamentos. Argentina en estos momentos es el segundo inversor en Venezuela con 4.000 millones de dólares, detrás de EE.UU.. 

Cumbre de Educación. Los representantes educativos norteamericanos se sorprendieron ante las demanda que le hicieron los ministros de educación de los países latinoamericanos, entre ellos, el argentino Daniel Filmus y el brasilero Cristovan Ricardo Boarque, para que los organismos financieros internacionales condonen una parte de la deuda externa de la región a cambio de que esos recursos sean destinados a educación. Esta propuesta fue acompañada por un llamado de las organizaciones civiles para que se analicen las repercusiones que puede tener el ALCA en la educación. La iniciativa de inmediato provocó adhesiones de los titulares de Educación de Bolivia y de Venezuela. Boarque argumentó que con sólo 3% de pago del servicio de la deuda externa sería posible pagar un programa de becas para 22 millones de niños que están fuera de la escuela. 

La respuesta de EE.UU. no se hizo esperar. Su representante ante la Organización de Estados Americanos, sugirió que los países resuelvan primero sus problemas educativos internamente y les recomendó ahorrar fondos disminuyendo sus tasas de repetición, que -dijo- cuestan al continente 11.000 millones de dólares anuales. 

Conflictos sociales

Chile. Se produjo en ese país la primera huelga nacional después del retorno a la democracia, hace 13 años. La medida de fuerza fue convocada por la Central Única de Trabajadores (CUT) en defensa de “la dignidad de los trabajadores”. El presidente de la central declaró que “los trabajadores sufren maltratos, con jornadas laborales que sobrepasan las ocho horas, bajos sueldos, y falta de protección social (...) al país le ha ido bien, ha crecido en los últimos años, pero esa bonanza no ha alcanzado a los trabajadores”(LN 13/8). La huelga no tuvo el alto acatamiento que se esperaba, según cifras del gobierno (13%) quien intentó minimizar la protesta, mientras que desde la central sindical relativizaron dichas cifras y, sin dar números, declararon que tuvo “una gran adhesión”. La medida incluyó una manifestación frente a la casa de gobierno, que fue reprimida con gases lacrimógenos y carros hidrantes. Hubo más de 200 detenidos (LN 14/8).
Argentina 

La pelea por las ganancias

Mientras dura la polvareda por las medidas de estricta índole política y la falsa representación pública de armonía y consenso, se ocultan cada vez menos las tensiones entre bloques de capital, que prometen seguir desgajando al país, castigando aún más a su pueblo.

Frente externo:

Lo esencial es invisible a los medios. En tanto mediáticamente se muestra una apacible relación con el FMI y sus sucesivos enviados, la realidad es otra: hay malestar en la misión del Fondo Monetario Internacional por lo que consideran un escaso avance de las negociaciones (C, 08/08). Así, tanto desde esta entidad como desde los EE.UU. y del poderoso Grupo de los 7, se dejó en claro que la firma de un acuerdo (que no implica la inyección de dinero líquido en la Argentina, sino la renegociación de los miles de millones que se deben) dependerá de la ejecución por parte del gobierno de Kirchner, de un conjunto de medidas de carácter, sino inminente, inmanente. Fue desde el equipo del enviado John Dodsworth desde donde se protestó por las dilaciones en las definiciones económicas sobre el futuro de las reformas estructurales. Es decir, que si el Fondo proyecta pactar un nuevo acuerdo de mediano plazo (se habla de tres años), presionará con todo su peso en función de la aplicación de las siguientes medidas: aumento de las tarifas de los servicios privatizados, salida del default con los acreedores privados, reforma bancaria (achicamiento del sector mediante fusiones y quiebras, léase más concentración del capital) y compensación a los bancos, reforma tributaria (anulación de las retenciones aplicadas a las exportaciones), aumento del superávit fiscal, ajuste en el gasto provincial.

No obstante esto, el FMI no parece estar en condiciones de abandonar a la Argentina y dejarla caer en default con los organismos de crédito. Por un lado, al considerar la frágil situación social, tanto nacional como de los países vecinos (ver Análisis de Coyuntura nº 38). Por otro, y tomando el alto nivel que representa la deuda argentina con el BM, el BID y el mismo FMI, la cesación de pagos bajaría sustancialmente la nota de las tres entidades (fundamentalmente del BID) (C, 30/07). Pero sobre todo, las posibilidades de “éxito” del Gobierno estarían centradas en el apuro del FMI, de Washington y del resto del G-7 por evitar que Brasil termine de desbarrancarse. Apuntalar a la Argentina, aunque tenga un gobierno “díscolo”, podría ser parte de la estrategia (LN, 26/07).

Sin embargo, desde las privatizadas, y sobre todo la burguesía española (la más comprometida en sus inversiones en el país), han resuelto agregar a los reclamos públicos (y no tan públicos) y a las amenazas de desinversión, una serie de demandas en contra del Estado argentino, frente al Banco Mundial, por “violación de contratos”. Los juicios suman más de veinte y representan unos 3.800 millones de dólares (LN, 28/07). En el caso de los capitalistas españoles, la queja se dirigió a lo que consideran una transferencia de ingresos discriminatoria (LN, 04/08) a favor de grupos locales (como por ejemplo Techint) y de grupos de capital norteamericano (LN, 26/07).

También la ultraconcentrada banca norteamericana dijo lo suyo ante el malestar generado por la lenta velocidad del “estilo K”: no dispuestos a esperar el cambio en la composición del personal político del Congreso advirtieron “que se olviden del crecimiento, los países no crecen al contado, necesitan crédito” (LN, 26/07).

En este marco de conflicto, el Gobierno siguió pateando para adelante la resolución concreta del tema tarifas y salida del default, expresando así a un sector de la burguesía con intereses en la Argentina, que intenta (mientras tanto) consolidar un bloque con fuerza propia. Veamos.

El conflicto interno: 

Hacia la conformación de dos bloques. Cuando el ministro de Planificación, Julio De Vido, aseguró frente a los chacareros pequeños y medianos de la Federación Agraria (FAA) y luego en el Primer Encuentro Federal de Industriales del Noroeste Argentino -organizado por el poderoso grupo Techint- frente a los pequeños y medianos industriales del interior, que no habrá ajustes tarifarios por el momento, y afirmó que “esta es una pelea que tenemos que dar entre todos” (LN, 23/07), estaba intentando construir fuerza. El funcionario garantizó fortaleza política: “Me comuniqué con la embajada de Francia y, si el ministro de Economía de ese país, Francis Mer, viene a la Argentina para hablar sólo de este asunto no lo vamos a recibir; creemos que apretarnos no es el camino” (LN, 23/07). Para cerrar, De Vido habló frente a la FAA sobre un proyecto de distribución de riquezas: “Queremos tratar de nivelar para que el que más tiene obtenga la misma ganancia que los pequeños productores”(LN, 23/07).

En este bloque, cuyos intereses pretende expresar el gobierno de Kirchner, fue Techint quien despuntó como obvia dirección. El mismo Paolo Rocca, titular de este grupo, ponderó positivamente la gestión del actual gobierno, en un contexto general de crítica del empresariado (como veremos más adelante). Y, como ya dijimos, organizó un encuentro con la pequeña y mediana burguesía del nordeste del país. Si sumamos el apoyo de la FAA y de los rurales organizados en cooperativas, observamos un bloque de apoyo al nuevo gobierno, similar (salvando las diferencias) a la vieja CGE que servía de base burguesa al gobierno de Perón. Pero frente a éste, otro abroquelamiento de capitales nacionales e internacionales, ensombrece las perspectivas del primero. 

Así leemos: Nadie lo dice en público, pero en las reuniones de las entidades de banqueros, comerciantes, industriales y hombres de campo se admite que la “magia” del nuevo gobierno podría complicarse en la economía (C, 08/08). El mismo artículo menciona que desde la Sociedad Rural Argentina (SRA), la Asociación de Bancos de la Argentina (ABA) y la Cámara Argentina de Comercio (CAC), entienden que el nuevo gobierno castiga a los empresarios. De hecho en la célebre inauguración de la Exposición Rural en Palermo, los grandes propietarios de tierras y ganado criticaron la ausencia del presidente Kirchner. En este marco el presidente de la SRA, Luciano Miguens, exigió (en sintonía con el FMI) la disminución gradual (hasta su anulación completa) de las retenciones a las exportaciones: “es impostergable reducir las retenciones a las exportaciones agropecuarias para recuperar competitividad”. Miguens fue más específico aún: “por cada tres barcos de exportación agropecuaria el Estado se queda con uno” (C, 02/08). Finalmente utilizó la clásica herramienta de que dispone la burguesía más poderosa: amenazó con desinversiones en el sector. 

Retomando lo citado más arriba, los grupos de capitales más fuertes que operan en el país no dejan de reclamar sobre lo que denominan “falta de certidumbres” o “falta de visión de futuro” (C, 08/08). Un alto ejecutivo del sector alimenticio sintetizó el malestar general: “Hoy no hay señales del Gobierno sobre qué quieren hacer, sobre el cómo, sobre el cuándo. Y entonces para nosotros es muy difícil planificar” (C, 08/08).

El malestar del sector de capital más concentrado se profundizó tras la medida gubernamental de integrar como parte de la deuda en default a los bonos que poseen las AFJP. Se sabe (y con aval del Fondo) que la deuda con los acreedores privados, actualmente sin pagar, sufrirá una serie de quitas en capital o en intereses o en ambas categorías. Por eso, ante las declaraciones públicas del ministro de Economía, Roberto Lavagna, y del secretario de finanzas, Guillermo Nielsen, desde las AFJP amenazaron con embargar al Estado y (lo que preocupa aún más al gobierno) con rebajar sustancialmente los montos de las futuras jubilaciones de los nueve millones de afiliados, que cuadruplica a los afectados por el ya viejo “corralito” (C, 09/08).

Con todo, la formación, a grandes rasgos de estos dos bloques de capital, hizo mecha en el mismo Gobierno. En particular al interior del Ejecutivo. Fue el vicepresidente Daniel Scioli quien, convertido en el referente preferido de los principales cuadros de la burguesía (asistió a la Exposición Rural, recibió en su casa a los representantes de los grupos Unilever, Petrobras, Techint, Telecom, Telefónica, Roggio, entre otros), aseguró que “una vez terminado el acuerdo con el Fondo Monetario, tenemos 60 días para sacar todas las medidas económicas que quedan: tarifas y bancos” (C, 13/08). La respuesta inmediata llegó desde el vocero presidencial y desde el ministro De Vido, negando y descalificando las aseveraciones de Scioli. Éste, contraatacó diciendo que sus palabras se debieron a “un acto de sinceridad” (C, 14/08).

Es así como, en perspectiva debemos preguntarnos cuán viable puede ser o cuánto tiempo puede durar, la aventura del bloque de capital menos concentrado, de dirigir la organización del capitalismo en la Argentina. Sobre todo si recordamos las palabras de la banca internacional, basadas en la estricta verdad capitalista: “los países no crecen al contado, necesitan crédito”.

La pelea política

Mientras se sucede esta feroz pelea, los medios de comunicación destacan el grado de adhesión popular que alcanzan las medidas tomadas hasta el momento por el gobierno de Néstor Kirchner. Y con sólo recordar los arduos debates que generó la falta de gobernabilidad durante todo 2002 y la primera mitad de 2003, se entiende por qué desde todos los sectores, se cuida ese consenso como un verdadero tesoro. Todos saben que resulta fundamental mantener controlado el conflicto social. Un ejemplo de esto lo tenemos en un reportaje a Mauricio Macri, candidato a Jefe de Gobierno porteño apoyado por el PJ pero no por Kirchner, que apoya al actual intendente Aníbal Ibarra. El empresario devenido político señaló respecto a Kirchner, que “ha sabido despertar las esperanzas de todos los argentinos y todos lo queremos ayudar”, agregando que se siente esperanzado con el presidente (LN, 10/08). 

Ese consenso fue logrado a través de medidas que coinciden con muchas de las exigencias de la población. El operativo de limpieza de los nichos más visibles de corrupción política, empresarial, y sindical es un elemento fundamental en esa jugada; al igual que lo es la revisión de lo actuado por las Fuerzas Armadas durante la última dictadura. Sin embargo, este proceso agudiza las contradicciones al interior de los sectores de poder. Uno de los pocos que se atrevió a alertar, en tono de amenaza, sobre el peligro que se corre si no se toman medidas de fondo en cuanto a los problemas que aquejan a la población, fue el candidato a gobernador bonaerense e intendente de Escobar, Luis Patti, quien aseguró que “si el presidente Kirchner se equivoca y no soluciona los problemas cotidianos de la gente, no tengo la menor duda de que le va a ocurrir” un golpe de Estado. A su criterio, “si no construimos el futuro, van a sacar a patadas a todo funcionario legalmente constituido en el país” (LN, 09/08). Está claro que el peligro no pasó.

Las contradicciones se agudizan cuando se acercan las elecciones en diferentes distritos del país, produciendo fracturas, por ejemplo al interior del bloque de legisladores justicialistas: La polémica estrategia de construcción de poder del presidente Néstor Kirchner apostando a candidatos extrapartidarios o que compitan por fuera del PJ, generó el primer cortocircuito político en el bloque de senadores justicialistas (...) El pampeano Carlos Verna, presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, había tomado la iniciativa cuestionando el proyecto (de prórroga de la facultad al Poder Ejecutivo para renegociar los contratos de las empresas de servicios públicos privatizados) cuando el presidente provisional del Senado, José Luis Gioja (San Juan), intentó abortar la discusión recordándole a su compañero de bloque que el PJ es oficialista y que debía ayudar al Poder Ejecutivo. “Yo no soy oficialista, yo soy peronista”, cortó en seco el diálogo Verna, y aprovechó la ocasión para manifestar sus quejas contra el apoyo de Kirchner a la candidatura a gobernador del peronista disidente Néstor Ahuad. El senador pampeano apuesta a ocupar el mismo cargo, pero como postulante del PJ que controla Rubén Marín, quien apostó por Carlos Menem en las elecciones de abril último. “A mí no me vengan a pedir apoyo a un gobierno de un presidente que pretende armar una Unión Democrática en mi provincia, en contra de su propio partido, bramó Verna (LN, 24/07).

Mientras tanto, el gobierno continúa logrando apoyo sindical, tanto de la CGT oficial como de la rebelde: Con un amplio apoyo al Gobierno y dejando de lado “cualquier crítica” a la intervención en el PAMI, el consejo directivo de la CGT oficial se reunió ayer y consiguió lo que se proponía: establecer públicamente cuál es la posición sindical que debe prevalecer en la central obrera frente a la actual administración Kirchner y que los disidentes acaten con su presencia esa postura (LN, 24/07). Por otro lado, el secretario general de la CTA, Víctor de Gennaro, no oculta su entusiasmo con la gestión de Néstor Kirchner. “Fue el primer presidente que, durante el encuentro que tuvimos en la Casa Rosada, no puso excusas. Le llevé inquietudes como la necesidad de distribuir el ingreso, de terminar con la pobreza, de acabar con la falta de libertad sindical, y quiso saber cómo se hacía, cuál era nuestra propuesta para cambiar esa situación. Me lo planteó como un desafío y a mí me gustan los desafíos”, dijo el sindicalista (LN, 12/08). 

Mientras tanto, el gobierno continúa con los diferentes frentes abiertos, y en varios de ellos se agudizan las contradicciones, en tanto se tocan intereses sectoriales. Nadie quiere perder su cuota de poder.

El sector que por el momento menos fuerza logra construir para oponerse a la purga interna impulsada por el gobierno, es el de las diferentes fuerzas policiales. Las razones de esa falta de apoyo, seguramente tienen que ver con la vinculación entre fuerzas de seguridad y delito, tal como queda manifiesto en la seguidilla de hechos que se describen a continuación. Es por ello que la limpieza sigue adelante, quedando cada vez más a la vista que el problema no es de hombres de la fuerza, sino de toda la institución.

En Villa Gesell, el comisario y dos subalternos fueron detenidos por usar con fines personales, autos secuestrados en operativos policiales, además de sacar provecho de electrodomésticos incautados (LN, 23/07) Dos semanas antes, la población se había movilizado pidiendo la renuncia del comisario.

En el caso del secuestro del padre del futbolista de River, Leonardo Astrada, que tomó estado público y tuvo gran repercusión en los medios, la justicia estableció que hay por lo menos dos suboficiales de la bonaerense involucrados (LN, 26/07).

En Córdoba, son investigados 220 policías por hechos ilícitos o actos de corrupción, según confirmó la propia institución. A pesar de esto, el gobierno niega que la institución padezca un problema de “corrupción estructural”, según señaló Carlos Alesandri, ministro de Seguridad de la provincia (LN, 26/07).

Si lo que sigue no es el “colmo de los colmos”, se le acerca mucho: Seis miembros de la delegación Lomas de Zamora de la Unidad Especial Antisecuestros (UEA) de la policía bonaerense fueron detenidos, acusados de haber perpetrado un secuestro extorsivo. En tanto, otros cuatro efectivos están prófugos por el mismo hecho. Al grupo de uniformados se le imputa detener ilegalmente a una persona en una dependencia policial, y de liberarla un día y medio más tarde, tras el pago de $48.000 y un auto (LN, 29/07).

Por último, en el Servicio Penitenciario Federal (SPF), 69 oficiales jefes, incluyendo cinco integrantes de la cúpula del organismo, fueron pasados a retiro, en lo que se anunció como la primer etapa de una “profunda reforma” del SPF. (LN, 06/08). Los desafectados enfrentan causas por torturas, tormentos seguidos de muerte y homicidios. Uno de los hechos investigados es más que demostrativo. Un juez envía a una persona a la cárcel, pidiendo expresamente que al reo no se lo aloje en Villa Devoto, porque debido a la causa allí corría peligro su vida. Entonces el SPF lo envía a la cárcel de... , sí, adivinó, Devoto. Se le asigna un guardia para que cuide de su vida. A los 15 minutos de ingresar al penal, salió con una puñalada mortal en el pecho (LN, 06/08).

En lo que respecta al poder judicial, la situación no dista mucho de lo relatado para la policía: Acoso sexual y antisemitismo, pedido de coimas, apropiarse de parte de la herencia de un millonario moribundo, estar involucrado con la represión de la dictadura, favorecer por interés a un abogado y contribuir a la impunidad del atentado a la AMIA. Estas son algunas de las imputaciones que pesan sobre varios jueces y un camarista federal en los 87 expedientes de juicio político que estudia el Consejo de la Magistratura, tras desestimar 402 pedidos de remociones desde 1998 (LN, 29/07). Ante este panorama, el gobierno decidió que la forma de elegir a los magistrados sea pública, con consulta a instituciones vinculadas al derecho. 

Mientras tanto, en lo que respecta a la Corte Suprema, la Cámara de Diputados aprobó el juicio político contra otro icono del menemismo en la entidad. Se trata de Eduardo Moliné O´Connor, acusado por mal desempeño en sus funciones. Si bien en la votación fue abrumadora mayoría la posición de avanzar con el juicio, lo cierto es que es necesario ver en detalle como fueron los votos, para comprender alianzas y fracturas, sobre todo al interior del partido justicialista. Votaron a favor un sector del justicialismo alineado con Kirchner más un sector del duhaldismo, en alianza con la UCR, ARI, el socialismo, FREPASO, diputados provinciales y las bancadas de izquierda (LN, 14/08). Sin embargo, apenas 56 diputados justicialistas apoyaron la acusación (la bancada está integrada por 114 legisladores). En tanto, otros 46 diputados oficialistas optaron por no estar presentes en el recinto a la hora de votar. Más explícitos en su postura, once diputados justicialistas decidieron votar en contra del dictamen acusatorio, mientras que sólo una diputada se abstuvo (LN, 15/08).

Es el turno de lo que por el momento aparece como tema más delicado: el sector militar. Luego del pase a retiro de toda la cúpula castrense llevada adelante apenas asumió Kirchner, y de instar al sector para “separar la paja del trigo” en lo que respecta a la actuación de los hombres de las distintas fuerzas en la última dictadura, este mes se sucedieron una serie de jugadas de una y otra parte, que requieren un relato pormenorizado. El primero en hablar fue el ex jefe del ejército (depuesto por Kirchner), teniente general (R) Ricardo Brinzoni, quien señaló: “hay como una regresión al pasado en el tema militar y no me parece que sea bueno plantear ante la opinión pública situaciones ocurridas hace 25 años cuando las Fuerzas Armadas miran hacia el futuro (...) A mi juicio no había por qué realizar un descabezamiento tal (...) En la Argentina ha habido leyes, sentencias y condenas y me parece que no hay motivo para ser convocados por otro tipo de justicia” (LN, 23/07). Ante estas declaraciones, el gobierno apercibió a Brinzoni.

Ya se veía venir para entonces, el pedido de extradiciones de militares acusados en diferentes causas vinculadas al terrorismo de Estado, por parte de la justicia española, en particular, por el juez Baltazar Garzón. Tras formalizarse el pedido, el juez federal Rodolfo Canicoba Corral procedió a cumplir con el pedido de su colega español, ordenando la detención de 45 ex jefes militares y un civil.

Sin embargo, estaba vigente un decreto firmado por el ex presidente De la Rúa, que impedía las extradiciones. Este decreto fue derogado por Kirchner al otro día de conocerse las primeras detenciones.

La reacción en el sector castrense no se hizo esperar: El reclamo de la revisión integral del pasado, esto es, la acción de la represión ilegal y la actividad de los grupos subversivos, será uno de los pasos que adoptarán, extraoficialmente, los militares para protestar por lo bajo contra el Gobierno (...) La relación de las Fuerzas Armadas y el Gobierno no encuentra puntos en común (LN, 26/07).

A su vez, el Grupo de Brigadieres Retirados envió a los medios gráficos una nota que fue publicada con el siguiente texto: “Frente a los múltiples problemas que tiene el país, el Grupo de Brigadieres Retirados, asociación que reúne a más de 100 de ellos, expresa la necesidad de superar con ponderado equilibrio e inteligencia de todos los argentinos ese pasado en que nos envolvió la guerrilla en contra de la República, terrorismo que creció al amparo de tolerancias, apoyos y confundidos homenajes hasta que las autoridades nacionales fueron incapaces ya de revertir tanta violencia y ordenaron a las FF.AA. el aniquilamiento de los subversivos; la guerra sin eufemismos. Y se hizo la guerra. No la que se quiso, sino la guerra que se pudo. No se hizo la guerra en el campo elegido, sino al que fueron llevadas las FF.AA., y si en esa lamentable guerra hubo excesos es porque el terrorismo, que en sí mismo es sólo exceso, genera también el exceso en la lucha... (LN, 26/07).

Y este tema llevó también a mostrar la primer fractura pública entre Kirchner y su vicepresidente, Daniel Scioli, quien se manifestó “contrario a abrir el debate sobre el pasado” (LN, 08/08). Estas declaraciones, junto a las más arriba mencionadas sobre las tarifas de los servicios públicos, pusieron de manifiesto sendas diferencias al interior del Ejecutivo. Varios ministros salieron a contradecir a Scioli, pidiéndole disciplina partidaria, mientras el propio vicepresidente trataba de minimizar el hecho. Sin embargo, como siempre, fue la Iglesia la que llamó a la reflexión a las partes, protegiendo el “divino tesoro” del consenso: El arzobispo de Rosario y titular de la Conferencia Episcopal Argentina, monseñor Eduardo Mirás, sostuvo que ve “con esperanzas” la gestión que lidera el presidente Néstor Kirchner (...) El religioso expresó su esperanza de que “todos los roces se superen y que todos estemos detrás de este mismo fin de que la Argentina vuelva a ser un país grande (...) “Lo que hay que hacer es poner todo al servicio de la Nación: servir a los demás y no servirse de ellos”.(LN, 19/08)
La pelea al interior del Ejecutivo, que expresa esos dos grandes bloques que analizábamos en la Pelea por las Ganancias, continúa mientras redactamos estas líneas, por lo que el desenvolvimiento de los hechos nos es aún incierto.

Pero volvamos sobre nuestros pasos, mirando otro costado de esta historia. Kirchner pretende que la Corte Suprema declare la inconstitucionalidad de las leyes de Obediencia Debida, Punto Final, y los indultos de Menem. La Corte viene posponiendo tamaña decisión desde hace mucho tiempo, y nada muestra que vaya a acelerar un pronunciamiento. Por ello, el presidente emitió un decreto adhiriendo a una convención internacional que obliga a los Estados miembros a aceptar que los delitos de lesa humanidad no prescriben, y envió al Congreso un proyecto de ley para darle rango constitucional a la medida, lo que derivaría en la anulación de las leyes mencionadas más arriba.

Esto fue suficiente impulso para que la Cámara de Diputados apruebe dicha nulidad, con los votos de la mayoría del justicialismo, ARI, el socialismo, FREPASO, y algunos diputados de izquierda. La UCR, por su parte, se abstuvo (LN, 13/08).

Por supuesto, la preocupación castrense siguió aumentando: Los oficiales consultados –entre quienes figuran aquellos que saben mucho de las relaciones con el poder político– aseguran que “la situación se vuelve cada día más compleja” (...) “Esto es más serio de lo que pensaba, vienen con más fuerza”, reflexionó un general retirado. En su mirada, entiende el impulso oficial en la revisión del pasado “por una doble finalidad, por un lado la revancha ideológica, y por otro, la creación de una pantalla para tapar las dificultades actuales del país”. Esa definición se escuchó en varias bocas: puede tomarse como una idea que circula en los cuarteles (LN, 15/08).

La preocupación excede al sector, y se expresa, por ejemplo, en la columna editorial del matutino La Nación del día 15 de agosto: La decisión de la Cámara de Diputados por la cual se dispone la anulación de las leyes de punto final y obediencia debida, sancionadas hace más de dieciséis años, marca un lamentable retroceso en el orden de los valores institucionales y exhibe a la Argentina ante el mundo como un país que no respeta los mínimos recaudos del Estado de Derecho (...) Es de esperar que el Senado rechace frontalmente la propuesta de anular estas leyes. La Cámara alta debe darle al país, cuanto antes, esa prueba de madurez y responsabilidad legislativa.

Por lo pronto, los senadores postergaron el debate por al menos dos semanas. Sin embargo, la siguiente jugada no esperó esos tiempos, y vino por parte del juez Claudio Bonadío, magistrado vinculado al menemismo. Dicho juez, que entiende en una causa contra la cúpula de Montoneros por hechos acaecidos entre 1978 y 1980, previendo que la medida sería discutida por apoyarse en la “teoría de los dos demonios”, resolvió la situación “por izquierda”, acusando a la dirigencia montonera de colaborar con el gobierno militar, entregando compañeros: El magistrado concluyó que las decisiones de los líderes montoneros resultaron “funcionales a la estructura ilegal de represión organizada por el gobierno de las Fuerzas Armada en el periodo 1976/83 (LN, 15/08).

Seguridad y militarización

En cuanto al control interno, el Gobierno trabaja en la creación de una base de datos unificada que concentre, en un solo organismo, toda la información –filiatoria, migratoria, fiscal y jurídica- de la población (LN, 28/07). Al respecto el Ministro del Interior, Aníbal Fernández, señaló que la base de datos será homologada o compatible con los sistemas utilizados por el Federal Bureau of Investigation (FBI), de manera que el gobierno de los Estados Unidos podrá tener acceso también a ese banco informativo (LN, 27/07).

Esta base de datos oficial, competiría con las que circulan comercialmente, pero aparentemente sin autorización. El mes último aparecieron en una página de Internet los detalles de un contrato firmado supuestamente entre una empresa norteamericana y el Departamento de Justicia de Estados Unidos donde se vendía una megabase de datos de ciudadanos argentinos (LN, 28/07).

Mientras tanto, el Gobierno argentino informó que otorgará inmunidad diplomática a los militares norteamericanos que participen del ejercicio militar Águila III, a realizarse en octubre próximo, en Mendoza, con la participación de efectivos de Argentina, EE.UU., Brasil, Chile, Paraguay, Uruguay y Bolivia, (LN, 12/08).

Conflicto social

El día 30 de julio, agrupaciones piqueteras y de derechos humanos se movilizaron a la Casa Rosada, con el objeto de entregar un proyecto de ley que permita la amnistía de todos los dirigentes sociales procesados, unos 3.000 en todo el país (LN, 31/07).

El 4 de agosto, en la Quinta Asamblea Nacional de trabajadores ocupados y desocupados, en donde participaron unos 3.000 delegados del Bloque Piquetero, de la Coordinadora de Trabajadores Desocupados (CTD) Aníbal Verón, del MIJD y de fábricas ocupadas, gremios y federaciones estudiantiles, de género y de jubilados; se definió un plan de lucha para los próximos meses, que incluye: bloqueos a fábricas y empresas multinacionales y un campamento en la Plaza de Mayo, además de (...) cortes de ruta y movilizaciones por el centro porteño (LN, 04/08).

El 5 de agosto, se realizó una protesta vecinal en Haedo, partido de Morón, en reclamo de mayor seguridad (LN, 06/08).

El día 7, una marcha piquetera a Plaza de Mayo convocó a siete mil militantes de la Corriente Clasista Combativa (CCC) y del Movimiento Barrios de Pie (MBP). Se reclamaron alimentos para los comedores comunitarios, mejoras salariales y “El no pago de la deuda externa, la nulidad de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, desprocesar a piqueteros detenidos y un aumento a 300 pesos para los subsidios de desempleo” (C, 08/08).
El mismo día, se realizó un paro docente en la provincia de Buenos Aires, en reclamo de aumento salarial (LN, 08/08).

El 11 de agosto, el puente La Noria fue cortado en una movilización de remiseros, quienes exigen más tiempo para poner en regla sus vehículos, a partir de la puesta en vigor de la ley provincial “antidelitos” (LN, 12/08).

 El 12, volvieron a realizarse movilizaciones exigiendo la nulidad de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final (LN, 13/08).

Finalmente, el 13 de agosto, en Sarandí, fue cortada la Autopista Buenos Aires La Plata por el Movimiento Teresa Rodríguez; diversas calles fueron cortadas en Lomas de Zamora, San Vicente, Tigre, Almirante Brown, Florencio Varela, Berazategui y La Matanza por los movimientos CCC, MIJD y MTR. Todos estas medidas se realizaron en reclamo de más planes sociales. En tanto, en La Plata, se realizó una movilización “piquetera” en reclamo de la amnistía a luchadores sociales (LN, 14/08).
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Brasil: Lula, con nuevos aliados, consigue avanzar las reformas





México: la economía y los partidos en crisis. El EZLN se hace gobierno en Chiapas
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¿Cómo cierran las cuentas de EE.UU.?





UE: déficit-concentración-ajustes, leyes que impone la crisis
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Mientras se acerca la hora del acuerdo con el FMI, se delinean dos bloques contrapuestos





Gobernabilidad: sigue la limpieza institucional y aparecen las primeras internas


























